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ASUNTO:
REQUERIMIENTO DE DESCARGOS EN LOS PROCEDIMIENTOS DE APLICACIÓN DE MULTAS.
El numeral segundo del artículo 7º de la Ley 80 de 1993 establece que si bien  las uniones temporales responderán solidariamente por el cumplimiento total de la propuesta y del objeto contratado, las sanciones por el incumplimiento de las obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato se impondrán de acuerdo con la participación en la ejecución de cada uno de los miembros de la unión temporal.

Teniendo en cuenta que las multas revisten un carácter sancionatorio, pese al propósito de conminación y apremio que en la mayoría de los casos motivan su imposición, éstas deberán ser impuestas únicamente a los miembros de la unión temporal que dieron lugar a la declaratoria del incumplimiento.
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Sin embargo, en relación con el procedimiento para imponerlas dicha norma tiene implicaciones jurídicas, debido a que por aplicación del principio de congruencia que rige el derecho administrativo sancionador, la administración debe necesariamente sujetar la decisión de multa que adopte, al requerimiento contentivo de la imputación jurídica y fáctica y a los sujetos responsables que se individualizaron en dicho requerimiento. Lo anterior, so pena de violar el debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política y de viciar de nulidad la actuación administrativa que se adelante para imponer la sanción mencionada.
Como dicha imputación se realiza mediante el requerimiento de descargos que envía esta Entidad, o la interventoría, según el caso, es imperativo a efectos del procedimiento legal de imposición de multa, que la imputación sea formulada a las uniones temporales y a los consorcios, así como al miembro o miembros que presuntamente incurrieron en los incumplimientos parciales, por cuanto hacerlo sólo respecto de los primeros, impedirá jurídicamente que la multa recaiga sobre los miembros, es decir, sobre sujetos que no fueron vinculados al respectivo procedimiento en legal y debida forma, y a los cuales no se les hizo la imputación de incumplimiento.
Teniendo en cuenta que la Ley 80 de 1993, en su artículo 22.1, ordena a las entidades estatales enviar semestralmente a la Cámara de Comercio la información concerniente a las multas y sanciones impuestas, y que este registro sólo es procedente respecto de personas naturales y/o jurídicas, se concluye que las uniones temporales y los consorcios, al no ser personas jurídicas, no serían sujetos ni de la sanción por incumplimiento de las obligaciones contractuales, ni del registro que esta actuación implica. Por ello, es necesario viabilizar la imposición de multas a los miembros de las uniones temporales y los consorcios, a través de la imputación individualizada antes referida.
Con el fin de rodear los procedimientos administrativos de todas las garantías constitucionales y legales, y evitar que por estas circunstancias la entidad incurra en violaciones al debido proceso, que vicie tanto las actuaciones y procedimientos administrativos como las decisiones de la vía gubernativa e incluso el acto administrativo definitivo ejecutoriado, las Áreas Técnicas encargadas de elaborar, formular y enviar el requerimiento de explicaciones al contratista –documento donde se imputa jurídica y fácticamente el incumplimiento-, deberán hacerlo tal como fue señalado antes.
De la misma manera, en los casos donde el contrato dispone que el requerimiento debe ser realizado por la interventoría, el coordinador IDU asignado para hacer el seguimiento del correspondiente negocio, deberá informar a la interventoría sobre la presente directriz institucional, aportando a la carpeta contractual copia del envío de esta información.
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